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EXCMO. SR. CONSEJERO DE INDUSTRIA,
COMERCIO Y TURISMO

Edificio Pignatelli. María Agustín, 36
50004 ZARAGOZA

9 de mayo de 2006

I.- HECHOS

Primero.- En  su día tuvo entrada en esta Institución  un  escrito de
queja que quedó registrado con el número de referencia arriba expresado, al
que  ruego  haga  mención en ulteriores contactos que llegue  a  tener con
nosotros.

Segundo.- En el referido escrito se hacía alusión a que el pasado 28
de  mayo  de  2005,  D. F. J. solicitó la Hoja de Reclamación  en el
establecimiento  Bar  “L.”, de Zaragoza, ya que presentaron  por  error y por
segunda vez consecutiva la cuenta en un papel sin ninguna identificación y
por importe total de 23 euros.

Por ello,  se  requirió al camarero ticket detallado,  informando al Sr.
Lugo que se trataba de un error y que lo consumido ascendía a 18,50 euros.

Al requerir la citada Hoja de Reclamación por los motivos expuestos,
se  nos  indica  que  no  quiso ser facilitada, por lo que el  Sr.  L.  procedió a
efectuar una llamada a la policía local y, cuando el titular del local se percató
de la llamada, exigió a D. F. la entrega del Documento Nacional de Identidad
y  que  pasase  a  la  oficina interior para proceder a  cumplimentar la
reclamación.

Estos  hechos  dieron lugar a la tramitación del  expediente Ref:
R-117/05,  que  fue  archivado al no quedar demostrada  la  existencia de
infracción a la normativa turística.

Por último, el 26 de septiembre de 2005 D. F. L. remitió un escrito a
su Departamento solicitando la aclaración de determinados aspectos y, hasta
la fecha, no ha obtenido contestación alguna.
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Tercero.- Habiendo examinado el citado escrito de queja se acordó
admitir el mismo a supervisión y dirigirnos al Departamento de su presidencia
con la finalidad de recabar la información precisa sobre la cuestión planteada
en la misma.

Cuarto.- En  cumplida atención a nuestro requerimiento  se nos
proporcionó un informe en los siguientes términos:

“De  conformidad con el Decreto 28/2001 de enero,  del  Gobierno de
Aragón,  por  el que se aprueba el Reglamento para  el ejercicio de la
potestad  sancionadora de la Comunidad Autónoma  de  Aragón, el
procedimiento  se  puede iniciar por denuncia de cualquier  persona,
debiendo  comunicarse al denunciante la iniciación  o  no del
procedimiento cuando la denuncia vaya acompañada de una solicitud
de  iniciación.  En este caso, el Servicio Provincial  de  Zaragoza
comunica a D. F., por oficio de 15 de junio de 2005, la iniciación del
procedimiento sancionador.

Desde  este momento el expediente continúa con el interesado en el
procedimiento,  el Bar La M., como presunto responsable  de la
infracción y nunca del denunciante.

Una vez iniciado el procedimiento el Servicio Provincial a la vista de las
alegaciones  del  Bar La M., no considera que  existe  infracción
administrativa  por lo que determina el archivo del  expediente, en
trámite de actuaciones previas. De conformidad con lo establecido en
el artículo 16-4 del citado Decreto 28/2001, que obliga a comunicar la
Resolución del procedimiento al denunciante, se comunicó el archivo
provisional  a  D. F. J., por oficio de la Jefe de  Negociado de
Procedimiento y Reclamaciones de fecha 21 de septiembre de 2005.

Posteriormente, el denunciante envía un Fax al Servicio Provincial de
Industria,  Comercio y Turismo, solicitando la aclaración  de una serie
de extremos.

En relación a dicho escrito, debe tenerse en cuenta que  no se pudo
comprobar  la  veracidad de los hechos alegados  por  lo  que el
expediente  fue  archivado, y que se entregaron tanto  las  Hojas de
Reclamaciones como la factura, que se ajustaba a lo expuesto en el
cartel de precios y a los precios comunicados al Servicio Provincial.

Por  otra  parte,  en cuanto al Documento Nacional  de  Identidad, la
normativa turística que regula las Hojas de Reclamaciones exige que
el  cliente  haga  constar en la misma su Documento  Nacional de
Identidad.  Quizá  el establecimiento lo solicitó para  comprobar la
veracidad de la identidad del reclamante, aunque tal circunstancia no
se tipifica como infracción turística en la normativa vigente”.



Quinto.- Habiendo examinado la respuesta remitida estimamos que
era preciso solicitar una ampliación de la misma para llegar a una solución en
cuanto al fondo del expediente, interesando, en particular, información acerca
de si  se había dado contestación al escrito presentado el 26 de septiembre
de 2005 por el que se solicitaba la aclaración de determinados aspectos y, en
su caso, me proporcionara copia de su contenido.

Sexto.- Nuevamente, se nos pone de manifiesto que,

“Con  fecha  31  de mayo de 2005, D. F.J. presenta  en  el  Servicio
Provincial  de  Salud y Consumo de Zaragoza  una  Hoja de
Reclamaciones en materia turística. Como el órgano competente para
conocer,  de  los  hechos denunciados no era el Servicio  Provincial de
Salud y  Consumo de Zaragoza, sino el de Industria,  Comercio y
Turismo,  el  citado Servicio de Salud procede de  oficio  a  enviar la
reclamación al Servicio competente en materia de Turismo, junto con un
escrito adjunto  a  la citada reclamación y la factura  o  ticket de  caja, a
modo de prueba.

Con fecha 15  de  junio, el Servicio Provincial de Industria,  Comercio y
Turismo  comunica  al interesado el inicio de las diligencias  previas al
procedimiento sancionador, para determinar si debe o no iniciarse, y le
informa que para el resarcimiento de daños y perjuicios debe acudir a
los tribunales ordinarios. Asimismo, comunica al Bar L. que dispone de
ocho días para alegar lo que estime conveniente, a fin  de  iniciar o no
procedimiento sancionador.

Dentro del citado plazo, el establecimiento turístico formula alegaciones
que desvirtúan los hechos denunciados en la reclamación,  adjuntando
el cartel de precios como prueba.

Ante el carácter contradictorio de las declaraciones del reclamante y del
establecimiento,  y comprobar que los precios expuestos  estaban
sellados y  coincidían con los que obran en el Servicio  Provincial, con
fecha 25  de  agosto de 2005 se acuerda archivar  las  actuaciones
producidas  en  fase de diligencias previas al inicio  del  expediente
sancionador,  comunicándolo a D. F. con fecha 21  de  septiembre de
2005, junto con una copia del Acuerdo de Archivo.

Posteriormente,  el  reclamante envía un Fax al Servicio  Provincial de
Zaragoza,  donde  vuelve a plantear sus reclamaciones,  así como
solicitar la devolución de la documentación aportada.

Por oficio de 29 de septiembre de 2005, se le remite la documentación
solicitada,  no  contestando a sus planteamientos,  puesto  que en el
Acuerdo  de  archivo provisional remitido, se exponían  los  motivos del



archivo, dándose respuesta implícita a sus demandas.”

II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS

Primera.- Primeramente, y sin perjuicio de agradecer  las  distintas 
informaciones facilitadas a esta Institución por el Departamento Autonómico
competente, no  podemos dejar de señalar que el malestar  del  afectado
reside en cómo se desarrollaron los hechos el pasado 28 de mayo de 2005
en el establecimiento  “L.” ya que, a tenor de sus manifestaciones,  el Sr. L.
tuvo  que  llamar  a  la  Policía Local para que le fuera entregada  la  Hoja de
Reclamaciones  y,  además, se le “exigió” la presentación  del  Documento
Nacional de Identidad para poder proceder a cumplimentarla.

Segunda.-  Ciertamente, ante dos versiones contradictorias y sin contar
con  pruebas  concluyentes que permitan aclarar lo  ocurrido  en el
establecimiento,  de  conformidad con lo establecido en el Decreto  28/2001,
del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba Reglamento para el ejercicio
de la potestad sancionadora de la Comunidad Autónoma de Aragón, se ha de
proceder  al archivo  del expediente en trámite de actuaciones  previas y
comunicar al denunciante la resolución.

Tercera.- No obstante lo anterior, del análisis de los hechos relatados 
puede  deducirse   que  en el establecimiento en cuestión  se  desarrolló una
situación “tensa” puesto que, además de lo relatado, llegó a producirse una
llamada a la Policía Local

Además, la propia empresa manifestó en su escrito de alegaciones que
se  produjo  un  error  material en la elaboración de la primera  factura, que
luego fue rectificada.

Cuarta.- En cuanto a la Hoja de Reclamaciones, la normativa que regula
exige que el denunciante haga constar sus datos personales y, entre  otros,
que figure en la misma su Documento Nacional de Identidad pero, en ningún
caso,  el establecimiento  ha de exigir su presentación como requisito previo
para proceder a la cumplimentación de la misma.

Quinta.- Ello se pone de manifiesto con el objeto de tratar de significar
que, en este caso en particular, concurrieron una serie de circunstancias que
merecían ser objeto de una especial atención por lo que, a nuestro entender,
el escrito que fue enviado en fecha 26 de septiembre de 2005, escrito en el
que  se  contenía,  además de una solicitud de envío de  la  documentación
obrante en el expediente, una aclaración de varios extremos, debería haber
sido objeto de una contestación expresa y formal.

Sexta.- Al respecto, es de observar que la Ley de Régimen Jurídico de



las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en
su redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, y en particular, en su
artículo 42,  prevé que:

“1.- La Administración está obligada a dictar resolución expresa en
todos los procedimientos y a notificarla cualquiera que sea su forma de
iniciación”.

....

El plazo  máximo en que debe notificarse la resolución  expresa
será el  fijado  por la norma reguladora del  correspondiente
procedimiento.  Este plazo no podrá exceder de seis meses salvo que
una norma con rango de Ley establezca uno mayor o así venga previsto
en la normativa comunitaria europea”.

III.- RESOLUCIÓN

En  virtud  de  todo lo expuesto y, en uso de las facultades  que me
confiere la Ley 4/1985, de 27 de Junio, reguladora del Justicia de Aragón, he
resuelto elevar a su consideración lo siguiente:

Sugerir al  Departamento de Industria, Comercio  y  Turismo de la
Diputación  General  de  Aragón que se proceda a aclarar  los  extremos
planteados por el Sr. L. en su escrito de fecha 26 de septiembre de 2005.

Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo
no superior a un mes me comunique si acepta o no la Sugerencia formulada,
indicándome, en este último supuesto, las razones en que funde su negativa.

EL JUSTICIA DE ARAGÓN

FERNANDO GARCÍA VICENTE


